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Se añade un nuevo Capítulo V sobre el "Derecho a la reparación" 
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violencia de género", compuesto por el artículo 28 bis y el artículo 28 
ter.
Se modifica el artículo 29.
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Artículo 3 (Nueva redacción)
Artículo 3. Planes de sensibilización.
1. Desde la responsabilidad del Gobierno del Estado y de manera inmediata a 
la entrada en vigor de esta ley, con la consiguiente dotación presupuestaria, 
se pondrá en marcha un Plan Estatal de Sensibilización y Prevención de la 
Violencia de Género con carácter permanente que como mínimo recoja los 
siguientes elementos:
a) Que introduzca en el escenario social las nuevas escalas de valores 
basadas en el respeto de los derechos y libertades fundamentales y de la 
igualdad entre hombres y mujeres, así como en el ejercicio de la tolerancia y 
de la libertad dentro de los principios democráticos de convivencia, todo ello 
desde la perspectiva de las relaciones de género.
b) Dirigido tanto a hombres como a mujeres, desde un trabajo comunitario e 
intercultural, incluyendo el ámbito de las tecnologías de la información y el 
digital.
c) Que contemple un amplio programa de formación complementaria y de 
reciclaje de los profesionales que intervienen en estas situaciones.
d) Controlado por una Comisión de amplia participación, que se creará en 
un plazo máximo de un mes, en la que se ha de asegurar la presencia de las 
víctimas y su entorno, las instituciones, los profesionales y de personas de 
reconocido prestigio social relacionado con el tratamiento de estos temas.
La Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género, oída la Comisión a 
la que se refiere el párrafo anterior, elaborará el Informe anual de evaluación 
del Plan Estatal de Sensibilización y Prevención de la Violencia de Género y lo 
remitirá a las Cortes Generales.
2. Los poderes públicos, en el marco de sus competencias, impulsarán 
además campañas de información y sensibilización específicas con el fin de 
prevenir la violencia de género.
3. Las campañas de información y sensibilización contra esta forma de 
violencia se realizarán de manera que se garantice el acceso a las mismas 
de las personas con discapacidad.



Artículo 3 (anterior redacción)
Artículo 3. Planes de sensibilización.
1. Desde la responsabilidad del Gobierno del Estado y de manera inmediata a 
la entrada en vigor de esta Ley, con la consiguiente dotación presupuestaria, 
se pondrá en marcha un Plan Nacional de Sensibilización y Prevención de la 
Violencia de Género que como mínimo recoja los siguientes elementos:
Que introduzca en el escenario social las nuevas escalas de valores basadas 
en el respeto de los derechos y libertades fundamentales y de la igualdad 
entre hombres y mujeres, así como en el ejercicio de la tolerancia y de la 
libertad dentro de los principios democráticos de convivencia, todo ello 
desde la perspectiva de las relaciones de género.
Dirigido tanto a hombres como a mujeres, desde un trabajo comunitario e 
intercultural.
Que contemple un amplio programa de formación complementaria y de 
reciclaje de los profesionales que intervienen en estas situaciones.
Controlado por una Comisión de amplia participación, que se creará en un 
plazo máximo de un mes, en la que se ha de asegurar la presencia de los 
afectados, las instituciones, los profesionales y de personas de reconocido 
prestigio social relacionado con el tratamiento de estos temas.
2. Los poderes públicos, en el marco de sus competencias, impulsarán 
además campañas de información y sensibilización específicas con el fin de 
prevenir la violencia de género.
3. Las campañas de información y sensibilización contra esta forma de 
violencia se realizarán de manera que se garantice el acceso a las mismas 
de las personas con discapacidad.



Artículo 17 (Nueva redacción)
Artículo 17. Garantía de los derechos de las víctimas.
1. Todas las mujeres víctimas de violencia de género tienen garantizados los 
derechos reconocidos en esta ley, sin que pueda existir discriminación en el 
acceso a los mismos.
2. La información, la asistencia social integral y la asistencia jurídica a las 
víctimas de la violencia de género, en los términos regulados en este 
capítulo, contribuyen a hacer reales y efectivos sus derechos constitucionales 
a la integridad física y moral, a la libertad y seguridad y a la igualdad y no 
discriminación por razón de sexo.
3. Los servicios de información y orientación, atención psicosocial inmediata, 
telefónica y en línea, asesoramiento jurídico 24 horas, los servicios de 
acogida y asistencia social integral, consistentes en orientación jurídica, 
psicológica y social destinadas a las víctimas de violencias contra las 
mujeres tendrán carácter de servicios esenciales.
En caso de que concurra cualquier situación que dificulte el acceso o la 
prestación de tales servicios, las administraciones públicas competentes 
adoptarán las medidas necesarias para garantizar su normal 
funcionamiento y su adaptación, si fuera necesario, a las necesidades 
específicas de las víctimas derivadas de la situación de dicha situación 
excepcional.
Igualmente, se garantizará el normal funcionamiento y prestación del 
sistema de seguimiento por medios telemáticos del cumplimiento de las 
medidas cautelares y penas de prohibición de aproximación en materia de 
violencia de género.

Artículo 17 (ANTERIOR redacción)
Artículo 17. Garantía de los derechos de las víctimas.
1. Todas las mujeres víctimas de violencia de género, con independencia de 
su origen, religión o cualquier otra condición o circunstancia personal o 
social, tienen garantizados los derechos reconocidos en esta Ley.
2. La información, la asistencia social integral y la asistencia jurídica a las 
víctimas de la violencia de género, en los términos regulados en este 
capítulo, contribuyen a hacer reales y efectivos sus derechos constitucionales 
a la integridad física y moral, a la libertad y seguridad y a la igualdad y no 
discriminación por razón de sexo.



Artículo 18 (NUEVA redacción)
Artículo 18. Derecho a la información.
1. Las mujeres víctimas de violencia de género tienen derecho a recibir plena 
información y asesoramiento adecuado a su situación personal, sin que pueda 
existir discriminación en el acceso a los mismos, a través de los servicios, 
organismos u oficinas que puedan disponer las administraciones públicas.
Dicha información comprenderá las medidas contempladas en esta ley relativas 
a su protección y seguridad, y los derechos y ayudas previstos en la misma, así 
como la referente al lugar de prestación de los servicios de atención, 
emergencia, apoyo y recuperación integral.
2. Se garantizará, a través de los medios necesarios, que las mujeres con 
discapacidad víctimas de violencia de género tengan acceso integral a la 
información sobre sus derechos y sobre los recursos existentes. Esta información 
deberá ofrecerse en formato accesible y comprensible a las personas con 
discapacidad, tales como lengua de signos u otras modalidades u opciones de 
comunicación, incluidos los sistemas alternativos y aumentativos.
3. Asimismo, se articularán los medios necesarios para que las mujeres víctimas 
de violencia de género que por sus circunstancias personales y sociales puedan 
tener una mayor dificultad para el acceso integral a la información, tengan 
garantizado el ejercicio efectivo de este derecho. La información deberá ser 
accesible para las mujeres que desconozcan el castellano o, en su caso, la otra 
lengua oficial de su territorio de residencia.

Artículo 18 (ANTERIOR redacción)
Artículo 18. Derecho a la información.
1. Las mujeres víctimas de violencia de género tienen derecho a recibir plena 
información y asesoramiento adecuado a su situación personal, a través de los 
servicios, organismos u oficinas que puedan disponer las Administraciones 
Públicas.
Dicha información comprenderá las medidas contempladas en esta Ley relativas 
a su protección y seguridad, y los derechos y ayudas previstos en la misma, así 
como la referente al lugar de prestación de los servicios de atención, 
emergencia, apoyo y recuperación integral.
2. Se garantizará, a través de los medios necesarios, que las mujeres con 
discapacidad víctimas de violencia de género tengan acceso integral a la 
información sobre sus derechos y sobre los recursos existentes. Esta información 
deberá ofrecerse en formato accesible y comprensible a las personas con 
discapacidad, tales como lengua de signos u otras modalidades u opciones de 
comunicación, incluidos los sistemas alternativos y aumentativos.
3. Asimismo, se articularán los medios necesarios para que las mujeres víctimas 
de violencia de género que por sus circunstancias personales y sociales puedan 
tener una mayor dificultad para el acceso integral a la información, tengan 
garantizado el ejercicio efectivo de este derecho.



Artículo 19 (NUEVA redacción)
Artículo 19. Derecho a la atención integral.
1. Las mujeres víctimas de violencia de género tienen derecho a servicios sociales de 
atención, de emergencia, de apoyo y acogida y de recuperación integral. La 
organización de estos servicios por parte de las comunidades autónomas y las 
Corporaciones Locales responderá a los principios de atención permanente, 
actuación urgente, especialización de prestaciones y multidisciplinariedad 
profesional.
2. La atención multidisciplinar implicará especialmente:
a) Información a las víctimas.
b) Atención psicológica.
c) Apoyo social.
d) Seguimiento de las reclamaciones de los derechos de la mujer.
e) Apoyo educativo a la unidad familiar.
f) Formación preventiva en los valores de igualdad dirigida a su desarrollo personal 
y a la adquisición de habilidades en la resolución no violenta de conflictos.
g) Apoyo a la formación e inserción laboral.
3. Los servicios adoptarán fórmulas organizativas que, por la especialización de su 
personal, por sus características de convergencia e integración de acciones, 
garanticen la efectividad de los indicados principios, asegurando, en todo caso, la 
disponibilidad, accesibilidad y calidad de los mismos. En todo caso, se procurará 
una distribución territorial equitativa de los servicios y se garantizará su accesibilidad 
a las mujeres de las zonas rurales y otras zonas alejadas.
4. Estos servicios actuarán coordinadamente y en colaboración con los Cuerpos de 
Seguridad, los Juzgados de Violencia sobre la Mujer, los servicios sanitarios y las 
instituciones encargadas de prestar asistencia jurídica a las víctimas del ámbito 
geográfico correspondiente. Estos servicios podrán solicitar al órgano judicial las 
medidas urgentes que consideren necesarias.
5. También tendrán derecho a la asistencia social integral a través de estos servicios 
sociales los menores que se encuentren bajo la patria potestad o guarda y custodia 
de la persona agredida, o convivan en contextos familiares en los que se cometen 
actos de violencia de género. A estos efectos, los servicios sociales deberán contar 
con personal específicamente formado para atender a los menores, con el fin de 
prevenir y evitar de forma eficaz las situaciones que puedan comportar daños 
psíquicos y físicos a los menores que viven en entornos familiares donde existe 
violencia de género. En particular, deberán contar con profesionales de la psicología 
infantil para la atención de las hijas e hijos menores víctimas de violencia de género, 
incluida la violencia vicaria.
6. En los instrumentos y procedimientos de cooperación entre la Administración 
General del Estado y la Administración de las comunidades autónomas en las 
materias reguladas en este artículo, se incluirán compromisos de aportación, por 
parte de la Administración General del Estado, de recursos financieros referidos 
específicamente a la prestación de los servicios.
7. Los organismos de igualdad orientarán y valorarán los programas y acciones que 
se lleven a cabo y emitirán recomendaciones para su mejora.



Artículo 19 (ANTERIOR redacción)
Artículo 19. Derecho a la asistencia social integral.
1. Las mujeres víctimas de violencia de género tienen derecho a servicios sociales 
de atención, de emergencia, de apoyo y acogida y de recuperación integral. La 
organización de estos servicios por parte de las Comunidades Autónomas y las 
Corporaciones Locales, responderá a los principios de atención permanente, 
actuación urgente, especialización de prestaciones y multidisciplinariedad 
profesional.
2. La atención multidisciplinar implicará especialmente:
a) Información a las víctimas.
b) Atención psicológica.
c) Apoyo social.
d) Seguimiento de las reclamaciones de los derechos de la mujer.
e) Apoyo educativo a la unidad familiar.
f) Formación preventiva en los valores de igualdad dirigida a su desarrollo 
personal y a la adquisición de habilidades en la resolución no violenta de 
conflictos.
g) Apoyo a la formación e inserción laboral.
3. Los servicios adoptarán fórmulas organizativas que, por la especialización de 
su personal, por sus características de convergencia e integración de acciones, 
garanticen la efectividad de los indicados principios.
4. Estos servicios actuarán coordinadamente y en colaboración con los Cuerpos 
de Seguridad, los Jueces de Violencia sobre la Mujer, los servicios sanitarios y las 
instituciones encargadas de prestar asistencia jurídica a las víctimas, del ámbito 
geográfico correspondiente. Estos servicios podrán solicitar al Juez las medidas 
urgentes que consideren necesarias.
5. También tendrán derecho a la asistencia social integral a través de estos 
servicios sociales los menores que se encuentren bajo la patria potestad o 
guarda y custodia de la persona agredida. A estos efectos, los servicios sociales 
deberán contar con personal específicamente formado para atender a los 
menores, con el fin de prevenir y evitar de forma eficaz las situaciones que 
puedan comportar daños psíquicos y físicos a los menores que viven en 
entornos familiares donde existe violencia de género.
6. En los instrumentos y procedimientos de cooperación entre la Administración 
General del Estado y la Administración de las Comunidades Autónomas en las 
materias reguladas en este artículo, se incluirán compromisos de aportación, por 
parte de la Administración General del Estado, de recursos financieros referidos 
específicamente a la prestación de los servicios.
7. Los organismos de igualdad orientarán y valorarán los programas y acciones 
que se lleven a cabo y emitirán recomendaciones para su mejora.



Artículo 19 bis (NUEVO)🌟
Artículo 19 bis. Derecho a la atención sanitaria.
1. El Sistema Público de Salud garantizará a las mujeres víctimas de violencia de 
género, así como a sus hijos e hijas, el derecho a la atención sanitaria, con 
especial atención psicológica y psiquiátrica, y al seguimiento de la evolución de 
su estado de salud hasta su total recuperación, en lo concerniente a la 
sintomatología o las secuelas psíquicas y físicas derivadas de la situación de 
violencia sufrida. Asimismo, los servicios sanitarios deberán contar con 
psicólogos infantiles para la atención de los hijos e hijas menores que sean 
víctimas de violencia vicaria.
2. Estos servicios se prestarán, garantizando la privacidad y la intimidad de las 
mujeres y el respeto, en todo caso, a las decisiones que ellas tomen en relación a 
su atención sanitaria.
3. Asimismo, se establecerán medidas específicas para la detección, 
intervención y asistencia en situaciones de violencia contra mujeres con 
discapacidad, mujeres con problemas de salud mental, adicciones u otras 
problemáticas u otros casos de adicciones derivadas o añadidas a la violencia.



Artículo 21 (NUEVA redacción)
Artículo 21. Derechos laborales y de Seguridad Social.
1. La trabajadora víctima de violencia de género tendrá derecho, en los términos 
previstos en el Estatuto de los Trabajadores, a la reducción o a la reordenación 
de su tiempo de trabajo, a la movilidad geográfica, al cambio de centro de 
trabajo, a la adaptación de su puesto de trabajo y a los apoyos que precise por 
razón de su discapacidad para su reincorporación, a la suspensión de la relación 
laboral con reserva de puesto de trabajo y a la extinción del contrato de trabajo.
2. En los términos previstos en la Ley General de la Seguridad Social y en la Ley 
Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros 
en España y su integración social, la suspensión y la extinción del contrato de 
trabajo previstas en el apartado anterior darán lugar a situación legal de 
desempleo. El tiempo de suspensión se considerará como periodo de cotización 
efectiva a efectos de prestaciones de Seguridad Social y de desempleo.
3. Las empresas que formalicen contratos de interinidad, para sustituir a 
trabajadoras víctimas de violencia de género que hayan suspendido su contrato 
de trabajo o ejercitado su derecho a la movilidad geográfica o al cambio de 
centro de trabajo, tendrán derecho a una bonificación del 100 por 100 de las 
cuotas empresariales a la Seguridad Social por contingencias comunes, durante 
todo el período de suspensión de la trabajadora sustituida o durante seis meses 
en los supuestos de movilidad geográfica o cambio de centro de trabajo. 
Cuando se produzca la reincorporación, ésta se realizará en las mismas 
condiciones existentes en el momento de la suspensión del contrato de trabajo, 
garantizándose los ajustes razonables que se puedan precisar por razón de 
discapacidad.
4. Las ausencias o faltas de puntualidad al trabajo motivadas por la situación 
física o psicológica derivada de la violencia de género se considerarán 
justificadas y serán remuneradas, cuando así lo determinen los servicios sociales 
de atención o servicios de salud, según proceda, sin perjuicio de que dichas 
ausencias sean comunicadas por la trabajadora a la empresa a la mayor 
brevedad.
5. A las trabajadoras por cuenta propia víctimas de violencia de género que 
cesen en su actividad para hacer efectiva su protección o su derecho a la 
asistencia social integral, se les considerará en situación de cese temporal de la 
actividad en los términos previstos en el texto refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de 
octubre, y se les suspenderá la obligación de cotización durante un período de 
seis meses, que les serán considerados como de cotización efectiva a efectos de 
las prestaciones de Seguridad Social. Asimismo, su situación será considerada 
como asimilada al alta.
A los efectos de lo previsto en el párrafo anterior, se tomará una base de 
cotización equivalente al promedio de las bases cotizadas durante los seis 
meses previos a la suspensión de la obligación de cotizar.



Artículo 21 (ANTERIOR redacción)
Artículo 21. Derechos laborales y de Seguridad Social.
1. La trabajadora víctima de violencia de género tendrá derecho, en los términos 
previstos en el Estatuto de los Trabajadores, a la reducción o a la reordenación 
de su tiempo de trabajo, a la movilidad geográfica, al cambio de centro de 
trabajo, a la suspensión de la relación laboral con reserva de puesto de trabajo y 
a la extinción del contrato de trabajo.
2. En los términos previstos en la Ley General de la Seguridad Social, la 
suspensión y la extinción del contrato de trabajo previstas en el apartado 
anterior darán lugar a situación legal de desempleo. El tiempo de suspensión se 
considerará como período de cotización efectiva a efectos de las prestaciones 
de Seguridad Social y de desempleo.
3. Las empresas que formalicen contratos de interinidad para sustituir a 
trabajadoras víctimas de violencia de género que hayan suspendido su contrato 
de trabajo o ejercitado su derecho a la movilidad geográfica o al cambio de 
centro de trabajo, tendrán derecho a una bonificación del 100 por 100 de las 
cuotas empresariales a la Seguridad Social por contingencias comunes, durante 
todo el período de suspensión de la trabajadora sustituida o durante seis meses 
en los supuestos de movilidad geográfica o cambio de centro de trabajo. 
Cuando se produzca la reincorporación, ésta se realizará en las mismas 
condiciones existentes en el momento de la suspensión del contrato de trabajo.
4. Las ausencias o faltas de puntualidad al trabajo motivadas por la situación 
física o psicológica derivada de la violencia de género se considerarán 
justificadas, cuando así lo determinen los servicios sociales de atención o 
servicios de salud, según proceda, sin perjuicio de que dichas ausencias sean 
comunicadas por la trabajadora a la empresa a la mayor brevedad.
5. A las trabajadoras por cuenta propia víctimas de violencia de género que 
cesen en su actividad para hacer efectiva su protección o su derecho a la 
asistencia social integral, se les suspenderá la obligación de cotización durante 
un período de seis meses, que les serán considerados como de cotización 
efectiva a efectos de las prestaciones de Seguridad Social. Asimismo, su 
situación será considerada como asimilada al alta.
A los efectos de lo previsto en el párrafo anterior, se tomará una base de 
cotización equivalente al promedio de las bases cotizadas durante los seis 
meses previos a la suspensión de la obligación de cotizar.



Artículo 22 (NUEVA redacción)
Artículo 22. Programa específico de empleo.
1. En el marco de los planes anuales de empleo a los que se refiere el artículo 11 
del texto refundido de la Ley de Empleo, aprobado por Real Decreto Legislativo 
3/2015, de 23 de octubre, se desarrollará un programa de acción específico para 
las víctimas de violencia de género inscritas como demandantes de empleo.
Este programa incluirá medidas para favorecer el inicio de una nueva actividad 
por cuenta propia.

Artículo 22 (ANTERIOR redacción)
Artículo 22. Programa específico de empleo.
En el marco del Plan de Empleo del Reino de España, se incluirá un programa de 
acción específico para las víctimas de violencia de género inscritas como 
demandantes de empleo.
Este programa incluirá medidas para favorecer el inicio de una nueva actividad 
por cuenta propia.



Artículo 23 (NUEVA redacción)
Artículo 23. Acreditación de situaciones de violencia de género.
Las situaciones de violencia de género que dan lugar al reconocimiento de los 
derechos regulados en esta ley se acreditarán mediante una sentencia 
condenatoria por cualquiera de las manifestaciones de la violencia contra las 
mujeres previstas en esta ley, una orden de protección o cualquier otra 
resolución judicial que acuerde una medida cautelar a favor de la víctima, o bien 
por el informe del Ministerio Fiscal que indique la existencia de indicios de que la 
demandante es víctima de violencia de género. También podrán acreditarse las 
situaciones de violencia contra las mujeres mediante informe de los servicios 
sociales, de los servicios especializados, o de los servicios de acogida de la 
Administración Pública competente destinados a las víctimas de violencia de 
género, o por cualquier otro título, siempre que ello esté previsto en las 
disposiciones normativas de carácter sectorial que regulen el acceso a cada uno 
de los derechos y recursos.
En el caso de víctimas menores de edad, la acreditación podrá realizarse, 
además, por documentos sanitarios oficiales de comunicación a la Fiscalía o al 
órgano judicial.
El Gobierno y las comunidades autónomas, en el marco de la Conferencia 
Sectorial de Igualdad, diseñarán, de común acuerdo, los procedimientos básicos 
que permitan poner en marcha los sistemas de acreditación de las situaciones 
de violencia de género.

Artículo 23 (ANTERIOR redacción)
Artículo 23. Acreditación de las situaciones de violencia de género.
Las situaciones de violencia de género que dan lugar al reconocimiento de los 
derechos regulados en este capítulo se acreditarán mediante una sentencia 
condenatoria por un delito de violencia de género, una orden de protección o 
cualquier otra resolución judicial que acuerde una medida cautelar a favor de la 
víctima, o bien por el informe del Ministerio Fiscal que indique la existencia de 
indicios de que la demandante es víctima de violencia de género. También 
podrán acreditarse las situaciones de violencia de género mediante informe de 
los servicios sociales, de los servicios especializados, o de los servicios de 
acogida destinados a víctimas de violencia de género de la Administración 
Pública competente; o por cualquier otro título, siempre que ello esté previsto en 
las disposiciones normativas de carácter sectorial que regulen el acceso a cada 
uno de los derechos y recursos.
El Gobierno y las Comunidades Autónomas, en el marco de la Conferencia 
Sectorial de Igualdad, diseñaran, de común acuerdo, los procedimientos básicos 
que permitan poner en marcha los sistemas de acreditación de las situaciones 
de violencia de género.



Nuevo Capítulo V sobre el "Derecho a la reparación" dentro Título II sobre los 
"Derechos de las mujeres víctimas de violencia de género", compuesto por el artículo 
28 bis y el artículo 28 ter con la siguiente redacción:

CAPÍTULO V
Derecho a la reparación

Artículo 28 bis (NUEVO)🌟
Artículo 28 bis. Alcance y garantía del derecho.
Las víctimas de violencia de género tienen derecho a la reparación, lo que comprende la 
compensación económica por los daños y perjuicios derivados de la violencia, las medidas 
necesarias para su completa recuperación física, psíquica y social, las acciones de reparación 
simbólica y las garantías de no repetición.

Artículo 28 ter (NUEVO)🌟
Artículo 28 ter. Medidas para garantizar el derecho a la reparación.
1. Las víctimas de violencia de género tienen derecho a la reparación, lo que comprende la 
indemnización a la que se refiere el apartado siguiente, las medidas necesarias para su 
completa recuperación física, psíquica y social, las acciones de reparación simbólica y las 
garantías de no repetición.
2. Las administraciones públicas asegurarán que las víctimas tengan acceso efectivo a la 
indemnización que corresponda por los daños y perjuicios, que deberá garantizar la satisfacción 
económicamente evaluable de, al menos, los siguientes conceptos:
a) El daño físico y psicológico, incluido el daño moral y el daño a la dignidad.
b) La pérdida de oportunidades, incluidas las oportunidades de educación, empleo y 
prestaciones sociales.
c) Los daños materiales y la pérdida de ingresos, incluido el lucro cesante.
d) El daño social, entendido como el daño al proyecto de vida.
e) El tratamiento terapéutico, social y de salud sexual y reproductiva.
3. La indemnización será satisfecha por la o las personas civil o penalmente responsables, de 
acuerdo con la normativa vigente.
4. Las administraciones públicas garantizarán la completa recuperación física, psíquica y social 
de las víctimas a través de la red de recursos de atención integral previstos en el Título II. 
Asimismo, con el objetivo de garantizar la recuperación simbólica, promoverán el 
restablecimiento de su dignidad y reputación, la superación de cualquier situación de 
estigmatización y el derecho de supresión aplicado a buscadores en Internet y medios de 
difusión públicos.
Asimismo, las administraciones públicas podrán establecer ayudas complementarias 
destinadas a las víctimas que, por la especificidad o gravedad de las secuelas derivadas de la 
violencia, no encuentren una respuesta adecuada o suficiente en la red de recursos de atención 
y recuperación. En particular, dichas víctimas podrán recibir ayudas adicionales para financiar 
los tratamientos sanitarios adecuados, incluyendo los tratamientos de reconstrucción genital 
femenina, si fueran necesarios.
5. Con el objetivo de cumplir las garantías de no repetición, las administraciones públicas, en el 
marco de sus respectivas competencias, impulsarán las medidas necesarias para que las 
víctimas cuenten con protección efectiva ante represalias o amenazas.
6. Las administraciones públicas promoverán, a través de homenajes y de acciones de difusión 
pública, el compromiso colectivo frente a la violencia contra las mujeres y el respeto por las 
víctimas.



Artículo 29 (NUEVA redacción)
Artículo 29. La Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género.
1. La Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género, adscrita al Ministerio 
de Igualdad o al departamento con competencias en la materia, formulará las 
políticas públicas en relación con la violencia de género a desarrollar por el 
Gobierno y elaborará la Macroencuesta de Violencia contra las Mujeres. 
Asimismo, coordinará e impulsará cuantas acciones se realicen en dicha 
materia, trabajando en colaboración y coordinación con las administraciones 
con competencia en la materia.
2. La persona titular de la Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género 
estará legitimada ante los órganos jurisdiccionales para intervenir en defensa de 
los derechos y de los intereses tutelados en esta ley en colaboración y 
coordinación con las administraciones con competencias en la materia.
3. Reglamentariamente se determinará el rango y las funciones concretas de la 
persona titular de la Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género.

Artículo 29 (ANTERIOR redacción)
Artículo 29. La Delegación Especial del Gobierno contra la Violencia sobre la 
Mujer.
1. La Delegación Especial del Gobierno contra la Violencia sobre la Mujer, adscrito 
al Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, formulará las políticas públicas en 
relación con la violencia de género a desarrollar por el Gobierno, y coordinará e 
impulsará cuantas acciones se realicen en dicha materia, trabajando en 
colaboración y coordinación con las Administraciones con competencia en la 
materia.
2. El titular de la Delegación Especial del Gobierno contra la Violencia sobre la 
Mujer estará legitimado ante los órganos jurisdiccionales para intervenir en 
defensa de los derechos y de los intereses tutelados en esta Ley en colaboración 
y coordinación con las Administraciones con competencias en la materia.
3. Reglamentariamente se determinará el rango y las funciones concretas del 
titular de la Delegación Especial del Gobierno contra la Violencia sobre la Mujer.



Artículo 32 (NUEVA redacción)
Artículo 32. Planes de colaboración.
1. Los poderes públicos elaborarán planes de colaboración que garanticen la 
ordenación de sus actuaciones en la prevención, asistencia y persecución de los 
actos de violencia de género, que deberán implicar a las administraciones 
sanitarias, la Administración de Justicia, las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y los 
servicios sociales y organismos de igualdad.
2. En desarrollo de dichos planes, se articularán protocolos de actuación que 
determinen los procedimientos que aseguren una actuación global e integral de 
las distintas administraciones y servicios implicados, y que garanticen la 
actividad probatoria en los procesos que se sigan.
3. Las administraciones con competencias sanitarias promoverán la aplicación, 
permanente actualización y difusión de protocolos que contengan pautas 
uniformes de actuación sanitaria, tanto en el ámbito público como privado, y en 
especial, del Protocolo aprobado por el Consejo Interterritorial del Sistema 
Nacional de Salud.
Tales protocolos impulsarán las actividades de prevención, detección precoz e 
intervención continuada con la mujer sometida a violencia de género o en riesgo 
de padecerla.
Los protocolos, además de referirse a los procedimientos a seguir, harán 
referencia expresa a las relaciones con la Administración de Justicia, en aquellos 
casos en que exista constatación o sospecha fundada de daños físicos o 
psíquicos ocasionados por estas agresiones o abusos.
4. En las actuaciones previstas en este artículo se considerará de forma especial 
la situación de las mujeres que, por sus circunstancias personales y sociales 
puedan tener mayor riesgo de sufrir la violencia de género o mayores 
dificultades para acceder a los servicios previstos en esta ley, tales como las 
pertenecientes a minorías, las inmigrantes, las que se encuentran en situación de 
exclusión social, las mujeres con discapacidad, las mujeres mayores o aquellas 
que viven en el ámbito rural.



Artículo 32 (ANTERIOR redacción)
Artículo 32. Planes de colaboración.
1. Los poderes públicos elaborarán planes de colaboración que garanticen la 
ordenación de sus actuaciones en la prevención, asistencia y persecución de los 
actos de violencia de género, que deberán implicar a las administraciones 
sanitarias, la Administración de Justicia, las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y los 
servicios sociales y organismos de igualdad.
2. En desarrollo de dichos planes, se articularán protocolos de actuación que 
determinen los procedimientos que aseguren una actuación global e integral de 
las distintas administraciones y servicios implicados, y que garanticen la 
actividad probatoria en los procesos que se sigan.
3. Las administraciones con competencias sanitarias promoverán la aplicación, 
permanente actualización y difusión de protocolos que contengan pautas 
uniformes de actuación sanitaria, tanto en el ámbito público como privado, y en 
especial, del Protocolo aprobado por el Consejo Interterritorial del Sistema 
Nacional de Salud.
Tales protocolos impulsarán las actividades de prevención, detección precoz e 
intervención continuada con la mujer sometida a violencia de género o en riesgo 
de padecerla.
Los protocolos, además de referirse a los procedimientos a seguir, harán 
referencia expresa a las relaciones con la Administración de Justicia, en aquellos 
casos en que exista constatación o sospecha fundada de daños físicos o 
psíquicos ocasionados por estas agresiones o abusos.
4. En las actuaciones previstas en este artículo se considerará de forma especial 
la situación de las mujeres que, por sus circunstancias personales y sociales 
puedan tener mayor riesgo de sufrir la violencia de género o mayores 
dificultades para acceder a los servicios previstos en esta Ley, tales como las 
pertenecientes a minorías, las inmigrantes, las que se encuentran en situación de 
exclusión social o las mujeres con discapacidad.



Artículo 47 (NUEVA redacción)
Artículo 47. Formación.
El Gobierno, el Consejo General del Poder Judicial y las comunidades autónomas, 
en el ámbito de sus respectivas competencias, asegurarán una formación 
específica relativa a la igualdad y no discriminación por razón de sexo y sobre 
violencia de género en los cursos de formación de Jueces y Magistrados, 
Fiscales, Secretarios Judiciales, Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y Médicos 
Forenses. En todo caso, en los cursos de formación anteriores se introducirá el 
enfoque de la discapacidad de las víctimas y se tendrá en cuenta la violencia 
vicaria.

Artículo 47 (ANTERIOR redacción)
Artículo 47. Formación.
El Gobierno, el Consejo General del Poder Judicial y las Comunidades 
Autónomas, en el ámbito de sus respectivas competencias, asegurarán una 
formación específica relativa a la igualdad y no discriminación por razón de sexo 
y sobre violencia de género en los cursos de formación de Jueces y Magistrados, 
Fiscales, Secretarios Judiciales, Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y Médicos 
Forenses. En todo caso, en los cursos de formación anteriores se introducirá el 
enfoque de la discapacidad de las víctimas.



Artículo 66 (NUEVA redacción)
Artículo 66. De la medida de suspensión del régimen de visitas, estancia, 
relación o comunicación con los menores.
El Juez ordenará la suspensión del régimen de visitas, estancia, relación o 
comunicación del inculpado por violencia de género respecto de los menores 
que dependan de él. Si, en interés superior del menor, no acordara la suspensión, 
el Juez deberá pronunciarse en todo caso sobre la forma en que se ejercerá el 
régimen de estancia, relación o comunicación del inculpado por violencia de 
género respecto de los menores que dependan del mismo. Asimismo, adoptará 
las medidas necesarias para garantizar la seguridad, integridad y recuperación 
de los menores y de la mujer, a través de servicios de atención especializada, y 
realizará un seguimiento periódico de su evolución, en coordinación con dichos 
servicios.

Artículo 66 (ANTERIOR redacción)
Artículo 66. De la medida de suspensión del régimen de visitas, estancia, 
relación o comunicación con los menores.
El Juez podrá ordenar la suspensión del régimen de visitas, estancia, relación o 
comunicación del inculpado por violencia de género respecto de los menores 
que dependan de él.
Si no acordara la suspensión, el Juez deberá pronunciarse en todo caso sobre la 
forma en que se ejercerá el régimen de estancia, relación o comunicación del 
inculpado por violencia de género respecto de los menores que dependan del 
mismo. Asimismo, adoptará las medidas necesarias para garantizar la 
seguridad, integridad y recuperación de los menores y de la mujer, y realizará un 
seguimiento periódico de su evolución.



Disposición adicional segunda (NUEVA redacción)
Disposición adicional segunda. Protocolos de actuación.
El Gobierno y las comunidades autónomas que hayan asumido competencias 
en materia de justicia, organizarán en el ámbito que a cada una le es propio los 
servicios forenses de modo que cuenten con unidades de valoración forense 
integral encargadas de diseñar protocolos de actuación global e integral en 
casos de violencia de género. Estos protocolos deberán prestar especial atención 
a la violencia vicaria.

Disposición adicional segunda (ANTERIOR redacción)
Disposición adicional segunda. Protocolos de actuación.
El Gobierno y las Comunidades Autónomas, que hayan asumido competencias 
en materia de justicia, organizarán en el ámbito que a cada una le es propio los 
servicios forenses de modo que cuenten con unidades de valoración forense 
integral encargadas de diseñar protocolos de actuación global e integral en 
casos de violencia de género.

Disposición adicional decimonovena (NUEVA redacción)
Disposición adicional decimonovena. Fondo de garantía de pensiones de 
alimentos.
En el marco de la protección contra la violencia económica en los términos 
previstos en esta ley, el Estado garantizará el pago de alimentos reconocidos e 
impagados a favor de los hijos e hijas menores de edad en convenio 
judicialmente aprobado o en resolución judicial, a través de una legislación 
específica que concretará el sistema de cobertura en dichos supuestos y que, en 
todo caso, tendrá en cuenta las circunstancias de las víctimas de violencia de 
género.
Para reforzar las medidas de apoyo a las víctimas de violencia económica, el 
Gobierno modificará la regulación actual del Fondo de Garantía de Pensiones en 
el sentido de mejorar su accesibilidad, su eficacia y su dotación económica, a 
través de la modificación del Real Decreto 1618/ 2007, de 7 de diciembre, sobre 
organización y funcionamiento del Fondo de Garantía del Pago de Alimentos.

Disposición adicional decimonovena (ANTERIOR redacción)
Disposición adicional decimonovena. Fondo de garantía de pensiones.
El Estado garantizará el pago de alimentos reconocidos e impagados a favor de 
los hijos e hijas menores de edad en convenio judicialmente aprobado o en 
resolución judicial, a través de una legislación específica que concretará el 
sistema de cobertura en dichos supuestos y que, en todo caso, tendrá en cuenta 
las circunstancias de las víctimas de violencia de género.



Disposición adicional  vigesimosegunda (NUEVA)🌟
Disposición adicional vigesimosegunda. Macroencuesta de violencia contra la 
mujer.
La Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género realizará y publicará 
los resultados de la Macroencuesta de violencia contra la mujer prevista en el 
artículo 29 de esta ley con una periodicidad mínima trianual.


